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Resumen: Este artículo analiza las diversas sentencias dictadas por la Sala Cons-
titucional del Tribunal Supremo de Justicia, impidiéndole a la Asamblea Nacional 
revisar y revocar sus propios actos que considere nulos e inconstitucionales, parti-
cularmente en relación con el acto de “elección” de los magistrados del Tribunal 
Supremo de diciembre de 2015. 
Abstract: This article analyses the various decisions of the Constitutional Cham-
ber of the Supreme Tribunal, preventing the National Assembly to review and re-
voke its own decisions when considering them void and unconstitutional, particu-
larly regarding the “election” of the Justices of the Supreme Tribunal of December 
2015. 
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Los demandantes en el caso antes comentado de la decisión del “Recurso de interpreta-
ción” abstracta de los artículos 136, 222, 223 y 265 la Constitución relativos a la aprobación 
o improbación de los decretos de estado de excepción por parte de la Asamblea Nacional, que 
fue emitida por la Sala Constitucional mediante la sentencia Nº 9 de la Sala Constitucional 
del 1º de marzo de 2016,1 le indicaron a la Sala, entre sus “dudas” o “incertidumbres” sobre 
                                            
1  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/marzo/185627-09-1316-2016-16-0153.HTML 

Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías, en “El ataque de la Sala Constitucional contra 
la Asamblea Nacional y su necesaria e ineludible reacción. De cómo la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo pretendió privar a la Asamblea Nacional de sus poderes constitucionales para 
controlar sus propios actos, y reducir inconstitucionalmente sus potestades de control político so-
bre el gobierno y la administración pública; y la reacción de la Asamblea Nacional contra a la sen-
tencia Nº 9 de 1-3-2016,” en http://www.allanbrewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-
8ab2-41efb849fea3/Content/Brewer.%20El%20ataque%20Sala%20Constitucional%20v.%20Asambl 
ea%20Nacional.%20SentNo.%209%201-3-2016).pdf  
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los poderes de la Asamblea de controlar sus propios actos, en particular los de designación de 
los magistrados del Tribunal Supremo de Justicia en las sesiones extraordinarias de la ante-
rior Asamblea, efectuadas en diciembre de 2015 violándose la Constitución, que:  

“la creación de una Comisión Especial encargada de revisar el nombramiento de Magistra-
dos, Principales y Suplentes del Tribunal Supremo de Justicia y la posibilidad de “investiga-
ciones” plantean también incertidumbre respecto a si estas convocatorias aplican igualmente 
al Poder Judicial en el marco o fuera de la Comisión Especial que podría burlar el contenido 
del artículo 265 de la Constitución y el procedimiento investigativo que de él se deriva con-
catenado con la audiencia previa a que se hace referencia en la misma. 

Insistimos, la creación de la citada Comisión Especial y la posibilidad cierta de órdenes 
de comparecencia contra los funcionarios del Poder Judicial, tal como se viene haciendo 
contra el Ejecutivo Nacional fuera del marco del artículo 265 Constitucional estaría conspi-
rando contra el normal funcionamiento de la administración de justicia y el normal desarrollo 
de tan esencial función garantista de la paz social […]. 

Con base en ello, además de la viciada interpretación restrictiva de los poderes de con-
trol político de la Asamblea nacional en relación con el Gobierno y la Administración Públi-
ca, la Sala en la misma sentencia Nº 9 de la Sala Constitucional del 1º de marzo de 2016, 
desconociendo la garantía del debido proceso, al decidir sobre la interpretación de la potestad 
de la Asamblea de revisar el acto de “nombramiento” de los Magistrados del Tribunal de 
diciembre de 2015, incurrió además en violación del más elemental principio de la adminis-
tración de justicia, que es la imparcialidad, que exige que el juez, en un Estado de derecho, 
no puede ser, a la vez, juez y parte.  

Y eso es lo que ocurrió en ese caso en el cual lo que estuvo en el centro del “debate a la 
sombra” que debió haberse verificado entre los propios Magistrados de Sala Constitucional que 
debieron haber realizado entre sí, fue decidir, ellos mismos, como “jueces” en su propia causa, 
sin la participación de la Asamblea Nacional, sobre si la misma podía o no revisar el “nombra-
miento” de algunos de ellos mismos efectuados inconstitucionalmente por la anterior Asamblea 
al terminar su periodo constitucional en diciembre de 2015. Es decir, decidieron ellos mismos 
como jueces, en una causa en la cual ellos mismos tenían interés y en definitiva eran parte.2 

Las Sala Constitucional, en efecto, en la sentencia Nº 9 del 1º de marzo de 2016 destacó 
con razón, que en las normas de los artículos 222, 223 y 224 de la Constitución donde se 
regula la potestad de control parlamentario de carácter político sobre el Gobierno y la Admi-
nistración Pública, no se menciona control alguno sobre el Poder Judicial, pero procedió a 
agregar algo que es completamente falso, y es que habría un:  
                                            
2  En la página web del Tribunal Supremo de Justicia, al final de la sentencia aparecen los nombres 

de los magistrados de la Sala: Gladys M. Gutiérrez Alvarado, Arcadio de Jesús Delgado Rosales, 
Carmen Zuleta de Merchán, Juan José Mendoza Jover, Calixto Ortega Ríos, Luis Fernando Da-
miani Bustillos, Lourdes Benicia Suárez Anderson, entre los cuales los tres últimos fueron electos 
en diciembre de 2015; elección que fue objeto del Informe de la Comisión Especial cuyo funcio-
namiento motivó la sentencia. En la publicación oficial de la sentencia, sin embargo, se agregó, al 
final, una nota en la cual se indica que “No firman la presente sentencia los magistrados Doctores 
Calixto Ortega Ríos, Luis Fernando Damiani Bustillos y Lourdes Benicia Suárez Anderson, quie-
nes no asistieron por motivos justificados.” Sin embargo, nada se indicó sobre que esos magistra-
dos se hubieran inhibido como correspondía por el conflicto de intereses, ni sobre si se hubiesen 
convocado a suplentes, por lo que hay que presumir que participaron en los debates y simplemente 
no firmaron por “motivos justificados.” Véase el texto en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/ 
scon/marzo/185627-09-1316-2016-16-0153.HTML.  
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“control previo e interorgánico para elegir Magistrados y Magistradas (verificación por parte 
de la Asamblea Nacional, junto a otros órganos del Poder Público, concretamente, junto al 
Poder Judicial y al Poder Ciudadano, durante el proceso respectivo, referido el cumplimiento 
o no de los requisitos de elegibilidad), así como también a la remoción interinstitucional de 
los mismos, en el marco de lo previsto en el artículo 265 Constitucional, único supuesto de 
control posterior, por parte de esa Asamblea, sobre aquellos funcionarios que ostentan el pe-
riodo constitucional más amplio de todos: doce ‒12‒ años (art. 264 Constitucional).” 

La potestad de la Asamblea Nacional para elegir, como Cuerpo Elector de segundo gra-
do, a los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia conforme a lo dispuesto en el artículo 
264 de la Constitución, no es ningún “control previo o interorgánico” respecto del “Poder 
Judicial,” como erradamente lo calificó la Sala. Ello no tiene fundamento ni sentido alguno. 

La Asamblea Nacional, al hacer tal elección popular indirecta, no “controla” al Poder 
Judicial; simplemente elige a los magistrados del Tribunal Supremo en representación del 
pueblo,3 en forma indirecta. La Asamblea Nacional, al realizar la elección popular indirecta 
de los Magistrados, por tanto, no realiza como erradamente lo califica la Sala Constitucional, 
ninguna “investigación parlamentaria referidas al Poder Judicial,” y las “investigaciones” que 
realice sobre las personas postuladas o nominadas a los cargos, no son investigaciones “pre-
vias” algunas respecto del Poder Judicial.  

Igualmente, la remoción de los Magistrados del Tribunal Supremo por la Asamblea Na-
cional conforme al artículo 265 de la Constitución, no es en sí misma un supuesto “control 
posterior” de la Asamblea sobre el Poder Judicial, y poco importa el período del mandato de 
los mismos. Se trata, en realidad, pura y simplemente, de una potestad que la Constitución 
asigna a quien la misma Constitución confiere la potestad política de elegir, en segundo gra-
do y en representación del pueblo, a los magistrados, de también poder removerlos en caso de 
falta grava en el ejercicio de sus funciones. 

Una vez electo un Magistrado del Tribunal Supremo de Justicia por la Asamblea Nacio-
nal, sin duda, el mismo tiene derecho a ejercer su cargo y a permanecer en el mismo por el 
período para el cual fue electo, tal y como quien esto escribe lo expresó hace unos años en un 
trabajo que citó la sentencia, sin estar: 

“sujeta a la decisión de los otros poderes del Estado, salvo por los que respecta a las compe-
tencias del Tribunal Supremo de enjuiciar a los altos funcionarios del Estado. Es decir, salvo 
estos supuestos de enjuiciamiento, los funcionarios públicos designados como titulares de 
órganos del Poder Público, solo deberían cesar en sus funciones cuando se les revoque su 
mandato mediante referendo; por lo que los titulares de los Poderes Públicos no electos, de-
berían tener derecho a permanecer en sus cargos durante todo el periodo de tiempo de su 
mandato.”4 

Sin embargo, ello no impide que si un funcionario cualquiera, que haya sido electo para 
un cargo electivo, en primer o segundo grado, se elige violándose normas constitucionales, 

                                            
3  Véase Allan R. Brewer-Carías, “El golpe de Estado dado en diciembre de 2014, con la inconstitu-

cional designación de las altas autoridades del Poder Público,” en Revista de Derecho Público, Nº 
140 (Cuarto Trimestre 2014), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014, pp. 495-518. 

4  Véase en el Prólogo: “Sobre la Asamblea Nacional y la deformación de la institución parlamenta-
ria,” al libro de Juan Miguel Matheus, La Asamblea Nacional: cuatro perfiles para su reconstruc-
ción constitucional, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2013; en http://www.allanbrewerca-
rias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-41efb849fea9/Content/II.5.59%20PROLOGO%20LI 
BRO%20JUAN%20M.MATHEUS.pdf). 
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dicha elección no pueda ser revocada.5 Tal sería el caso, por ejemplo, de la elección que 
pudiera llegar a efectuarse de una persona como Presidente de la República en violación del 
artículo 227 que exige como condición ineludible que tiene que ser “venezolano por nacimiento 
y no poseer otra nacionalidad.” En ese caso, si se llegase a elegir como Presidente de la Re-
pública a una persona que no sea venezolana por nacimiento, o que siéndola tuviese otra nacio-
nalidad para cuando fue electo, esa persona no podría en ningún caso pretender tener derecho 
“adquirido” a permanecer ejerciendo un cargo que constitucionalmente no puede ejercer. 

Igualmente sucedería con los casos de elección popular indirecta: si una persona es elec-
ta por la Asamblea Nacional como Magistrado del Tribunal Supremo de Justicia, no reunien-
do el electo las condiciones ineludibles que prevé el artículo 263 de la Constitución, ni efec-
tuándose dicha elección como lo pauta el artículo 264 de la misma Constitución, en esos 
casos esa elección debe ser revocada. Tal sería el caso, por ejemplo, de la elección de un 
Magistrado del Tribunal Supremo que no sea “venezolano por nacimiento” o que siéndolo, 
tuviese otra nacionalidad para cuando fue electo, o que haya sido electo incumpliéndose las 
condiciones constitucionales para la elección. En esos casos, la persona electa no podría 
tampoco, en ningún caso, pretender tener derecho “adquirido” a permanecer ejerciendo un 
cargo que constitucionalmente no puede ejercer. 

En esos casos, el órgano del Estado que efectuó la proclamación o la elección no sólo 
tiene la potestad, sino la obligación de revocar el acto de proclamación o elección, no pu-
diendo alegar el electo en forma inconstitucional algún “derecho adquirido” a permanecer en 
un cargo que constitucionalmente no puede ejercer. 

Sin embargo, la Sala Constitucional en la sentencia Nº 9 de 1 de marzo de 2016, consi-
deró en forma inconstitucional y en contra de los más elementales principios del derecho 
público, que la Asamblea Nacional no tiene poder alguno para controlar sobre sus propios 
actos y que no puede revocarlos cuando ellos sean inconstitucionales. 

En efecto, la Sala Constitucional, al conocer del recurso de interpretación que se le pre-
sentó sobre los poderes de la Asamblea Nacional, entró a analizar el hecho de la designación 
por parte de la misma, a los dos días de haberse instalado, el 7 de enero de 2016, de una 
Comisión Especial designada para evaluar el nombramiento de Magistrados, “en particular 
de los 13 titulares y 21 suplentes que fueron designados por la Asamblea Nacional el 23 de 
diciembre de 2015,” como lo dice uno de los documentos de la Asamblea, sobre “la forma 
como se realizó el proceso de postulaciones, preselección y designación final de los magis-
trados, calificado como inconstitucional e ilegal, por no haberse cumplido con todos los 
requisitos de este acto legislativo, establecidos en la Constitución y la Ley del Tribunal Su-
premo de Justicia,” en el cual además se da cuenta de diversas opiniones entre ellas, del sec-
tor académico, planteando ante dicha Comisión que “el proceso de designación de los magis-
trados debe ser revocado por los graves vicios encontrados en el mismo.” 
                                            
5  El Contralor General de la República, quien es uno de los funcionarios “designados” por la antigua 

Asamblea Nacional sin respetarse las normas constitucionales que regulan la elección popular in-
directa de los titulares de los Poderes Judicial, Ciudadano y Electoral, y quien parece que no exis-
tiera por la abstención manifiesta que ha demostrado en el ejercicio de sus funciones de control, 
recientemente apareció argumentando, pero por supuesto, sin fundamento legal alguno, que “no es 
competencia de la AN” destituir o anular el acto mediante el cual se designe a un magistrado al 
TSJ.” y que “la designación de magistrados en diciembre de 2015 está “total y absolutamente ape-
gada al principio de legalidad y de supremacía constitucional del artículo 7 de la Carta Magna”. En 
La patilla.com, 7 de marzo de 2016, en http://www.lapatilla.com/site/2016/03/07/contralor-general-
dice-que-an-si-tiene-competencia-para-remover-magistrados-del-tsj-video/.  
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Para hacer su análisis, la Sala Constitucional, aparte de incurrir en el error de reducir las 
investigaciones parlamentarias que puede realizar la Asamblea, exclusivamente a los casos 
destinados a determinar la responsabilidad de funcionarios públicos, al analizar el proceso de 
elección de los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, que calificó solo como un 
proceso de “selección,” ignorando la naturaleza de la intervención del órgano parlamentario 
en el caso, como Cuerpo Elector de segundo grado que lo que hace es una elección popular 
indirecta; indicó erradamente que en la materia, esa elección es: 

“el último y definitivo acto ‒parlamentario‒ en esta materia, luego del examen de las postu-
laciones por parte del Comité de Postulaciones Judiciales, el control del Poder Popular y la 
primera preselección que lleva a cabo el Poder Ciudadano (artículo 264 Constitucional).” 

Aparte de que el Poder Popular no es una figura constitucional, ni su intervención está 
prevista en el proceso de elección de los Magistrados, la consecuencia que sacó la Sala de su 
afirmación fue que la remoción de cualquier Magistrado solo podría hacerse:  

“por la Asamblea Nacional mediante una mayoría calificada de las dos terceras partes de sus 
integrantes, previa audiencia concedida al interesado o interesada, en casos de faltas graves 
ya calificadas por el Poder Ciudadano, en los términos que la ley establezca" (artículo 265 
Constitucional).” 

Pasó entonces la Sala Constitucional en su sentencia, a analizar el proceso de remoción 
de Magistrados regulado en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, considerando, 
con razón, que la decisión pertinente que puede adoptarse en la materia por la Asamblea 
Nacional, “ni antes ni ahora” puede calificarse como “un acto administrativo,” siendo más 
bien, “un acto parlamentario sin forma de ley,” dictado “en ejecución directa e inmediata de 
la Constitución.”  

Pero ello, solo para entrar en una deliberada confusión, al querer calificar el objeto de la 
Comisión Especial designada para evaluar el nombramiento de Magistrados, como si su 
propósito hubiese sido proceder a “remover” los Magistrados conforme a lo previsto en el 
artículo 265 de la Constitución, cuando ello no era cierto. Por eso la errada conclusión a la 
que arribó la Sala, de entrada, afirmando erróneamente que la Comisión Especial, por consi-
guiente, supuestamente tenía un:  

“objetivo claramente inconstitucional y/o ilegal, al pretender revisar designaciones de altos 
funcionarios de otro Poder, al margen del control que le asigna la Constitución a la Asamblea 
Nacional y del régimen previsto para su remoción o destitución, ella y cualquier decisión o 
recomendación que aquélla o cualquier comisión realice es absolutamente nula y, en conse-
cuencia, inexistente, así como cualquier decisión en la materia por parte de la Asamblea Na-
cional, todo ello con base en los artículos 7, 137, 138 y 139 de la Carta Magna.” 

La Sala Constitucional, con estas afirmaciones quiso reducir la actuación de la Asam-
blea Nacional con posterioridad a la elección de los Magistrados al Tribunal Supremo, a la 
sola posibilidad de remoción de los mismos conforme a las previsiones constitucionales, 
ignorando sin embargo que la Asamblea Nacional como Cuerpo Elector, también tiene la 
potestad de revocar los actos parlamentarios de elección si se comprueba que al haberse 
adoptado se violaron las normas constitucionales establecidas para tal elección. 

Por ello, dijo la Sala en su sentencia, que con la elección de los Magistrados por la 
Asamblea, supuestamente “culmina su rol en el equilibrio entre Poderes Públicos para viabi-
lizar la función del Estado agregando en una forma distorsionante, sobre la posibilidad de 
todo órgano del Estado de controlar sus propias decisiones y revocarlas cuando están viciadas 
de nulidad absoluta por inconstitucionales,” agregando que: 
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“Crear una atribución distinta, como sería la revisión ad infinitum y nueva “decisión” sobre 
“decisiones” asumidas en los procesos anteriores de selección y designación de magistrados 
y magistradas, incluida la creación de una comisión o cualquier otro artificio para tal efecto, 
sería evidentemente inconstitucional, por atentar contra la autonomía del Poder Judicial y la 
supremacía constitucional, constituyendo un fraude hacia el orden fundamental que, siguien-
do las más elementales pautas morales, no subordina la composición del Máximo Tribunal de 
la República al cambio en la correlación de las fuerzas político-partidistas a lo interno del 
Legislativo Nacional.” 

Desconoció así la Sala Constitucional, en un solo párrafo, la potestad de los órganos del 
Estado de controlar sus propios actos; que cuando la Asamblea revisa el acto de nombramien-
to de un Magistrado lo que está es controlando las propias actuaciones de la Asamblea Na-
cional, y no del Poder Judicial; y que es perfectamente legítimo que un cuerpo de represen-
tantes del pueblo, como resultado de una elección, pueda tener una correlación de fuerzas 
políticas distinta y decida actuar en consecuencia revisando los actos de la anterior legislatu-
ra, si los mismos fueron dictados en violación de la Constitución. Ello ni es un fraude a la 
Constitución ni viola ninguna pauta moral, y nada tiene que ver la duración de los diversos 
períodos de los órganos del Estado; y el que haya una Comisión parlamentaria que investigue 
las inconstitucionalidades realizadas durante el proceso de la elección de Magistrados, en 
forma alguna puede calificarse como “desviación jurídica y ética” ni como “desviación de 
poder” alguna. 

La conclusión de todas estas erradas y desviadas afirmaciones de la Sala, fue proceder, 
sin más, a declarar, mediante la sentencia Nº 9 de 1 de marzo de 2016: 

“la nulidad absoluta e irrevocable de los actos mediante los cuales la Asamblea Nacional pre-
tende impulsar la revisión de procesos constitucionalmente precluidos de selección de magis-
trados y magistradas y, por ende, de las actuaciones mediante las cuales creó la comisión es-
pecial designada para evaluar tales nombramientos, así como de todas las actuaciones deri-
vadas de ellas, las cuales son, jurídica y constitucionalmente, inexistentes.” 

Agregando que “no es inadvertido para esta Sala que una de las probables consecuen-
cias de crear la referida ‘Comisión Especial de la Asamblea Nacional para revisar el nom-
bramiento de los Magistrados Principales y Suplentes designados en diciembre de 2015’, 
sería la de pretender dejar sin efecto la designación de los Magistrados para los cuales fue 
creada la mencionada Comisión, en ejercicio de un manifiesto fraude constitucional a la luz 
del contenido del artículo 265 del Texto Fundamental,” pero sin decir, la Sala, que entre los 
Magistrados cuya irregular designación estaba estudiando la Comisión de la Asamblea, esta-
ban unos que eran los que estaban dictando la sentencia. Fueron jueces y parte en el proceso, 
sin que nadie en la Asamblea Nacional pudiese expresar siquiera una opinión adversa a lo 
que pretendían los demandantes, en evidente colusión con los magistrados sentenciadores, 
violando la garantía constitucional al debido proceso. 

Desconoció, así, la Sala Constitucional, la competencia que tiene la Asamblea Nacional 
para revocar sus propias decisiones, como incluso se establece en el artículo 90 de su Regla-
mento Interior y de Debates, al disponer que “Las decisiones revocatorias de un acto de la 
Asamblea Nacional, en todo o en parte, requerirán del voto de la mayoría absoluta de los 
presentes,” lo que de acuerdo con la norma, no sólo procede en caso de vicios de nulidad 
absoluta, como es la violación de formalidades esenciales, pudiendo procederse también a la 
revocación en casos de “error o por carencia de alguna formalidad no esencial” con el voto de 
la mayoría de los presentes. 

La Sala Constitucional, en su razonamiento, sin embargo, mezcló deliberada y errada-
mente esta potestad de revocación de los actos de la Asamblea, con la revocación de los actos 
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administrativos conforme al artículo 82 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrati-
vos, ignorando que esa norma no se aplica cuando se trata de revocación de actos parlamenta-
rios sin forma de ley, dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución, como es el 
caso de elección popular de segundo grado de Magistrados del Tribunal Supremo; y menos se 
puede argumentar en un Estado de derecho, que si la elección de un Magistrado por la Asam-
blea Nacional se hubiese realizado violando la Constitución, dicho Magistrado así inconstitu-
cionalmente electo, tendría un inexistente “derecho adquirido” a permanecer inconstitucio-
nalmente en un cargo para el cual no podía ser electo.  

En fin, desconociendo la Constitución, confundiendo la posibilidad de legítima revoca-
ción por la Asamblea de su propio acto de elección de un Magistrado del Tribunal Supremo 
dictado en contra de la Constitución, con la “remoción” de Magistrados, la Sala Constitucio-
nal concluyó afirmando que:  

“la Asamblea Nacional no está legitimada para revisar, anular, revocar o de cualquier forma 
dejar sin efecto el proceso interinstitucional de designación de los magistrados y magistradas 
del Tribunal Supremo de Justicia, principales y suplentes, en el que también participan el Po-
der Ciudadano y el Poder Judicial (este último a través del comité de postulaciones judiciales 
que debe designar ‒art. 270 Constitucional‒), pues además de no estar previsto en la Consti-
tución y atentar contra el equilibrio entre Poderes, ello sería tanto como remover a los magis-
trados y magistradas sin tener la mayoría calificada de las dos terceras partes de sus integran-
tes, sin audiencia concedida al interesado o interesada, y en casos de ‒supuestas‒ faltas 
‒graves‒ no calificadas por el Poder Ciudadano, al margen de la ley y de la Constitución (ver 
art. 265 Constitucional).” 

Así, la Sala Constitucional simplemente, le cercenó a la Asamblea Nacional su potestad 
de revisar la constitucionalidad de sus propios actos y de revocarlos cuando determine que 
están viciados por violación a la Constitución. 

Ello lo ratificó posteriormente la propia Sala Constitucional con otra sentencia, la Nº 
225 de 29 de marzo de 20166 dictada con motivo de un recurso de nulidad parcial intentado 
por un abogado, el 13 de enero de 2016, contra el Acuerdo de la Asamblea de 23 de diciem-
bre de 2015, de designación de diversos Magistrados del Tribunal Supremo, alegando cues-
tiones relativas a falta de condición moral y la honorabilidad, así como de competencia para 
el ejercicio de dichas funciones en violación de la normativa constitucional que rige tales 
designaciones.  

La Sala Constitucional, con motivo de declarar inadmisible el recurso intentado, por su-
puesta falta de fundamentación y de paso sancionar con multa al recurrente por haber “irres-
petado” a los Magistrados del Tribunal Supremo, ratificó lo que ya había resuelto en la sen-
tencia Nº 9 de 1 de marzo de 2016 en el sentido de cercenarle a la Asamblea Nacional su 
potestad de auto tutela sobre sus propios actos, cuando estén viciados de nulidad, en particu-
lar, revocar las designaciones de los Magistrados del Tribunal Supremo hechos en violación 
de la Constitución. 

La Sala, en efecto, en esa sentencia Nº 255 de marzo de 2016, desvirtuó la función de la 
Asamblea Nacional como Cuerpo elector de segundo grado en la elección de los Magistrados 
del Tribunal Supremo, considerando que la misma solo participaba “en los procesos comple-
jos e interinstitucionales de designación y remoción de magistrados y magistradas de este 
Máximo Tribunal, conforme lo pautan los artículos 264 y 265 Constitucional,” y que “en lo 

                                            
6  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/marzo/186523-225-29316-2016-16-0042.HTML. 
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que a ello respecta, allí culmina su rol en el equilibrio entre Poderes Públicos para viabilizar 
la función del Estado.” Todo ello, para concluir indicando de nuevo, sin fundamentación 
constitucional alguna, lo expresado en la anterior sentencia N° 9 de 1 de marzo de 2016, 
sobre que “la Asamblea Nacional no está legitimada para revisar, anular, revocar o de cual-
quier forma dejar sin efecto el proceso interinstitucional de designación de los magistrados” 
del Tribunal Supremo de Justicia.  

 


